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Resumen 
Esta investigación analiza la regulación del lobby en Argentina, país donde se presentaron 74 
proyectos de ley entre 1989 y junio de 2024 sin que ninguno alcanzara sanción definitiva. El 
objetivo es evaluar la robustez normativa de los cinco proyectos que conservaban estado 
parlamentario a esa fecha (0035-D-2023, 2023-D-2023, 2037-D-2024, 2548-D-2024 y 2790-D-
2024) e identificar los obstáculos políticos y culturales que impiden su consolidación 
institucional. 
La metodología, cualitativa, exploratoria y descriptiva, se desarrolló en cuatro fases: un 
análisis bibliométrico en Web of Science que detectó un vacío temático en la intersección 
entre Ciencia Política, regulación jurídica y Relaciones Públicas; una revisión documental de la 
totalidad de los proyectos presentados desde 1989; la aplicación del índice del Center for 
Public Integrity (CPI) a los cinco proyectos vigentes; y un relevamiento cualitativo primario 
mediante cuestionario en línea y entrevistas en profundidad a legisladores, periodistas y 
expertos del sector. 
Los resultados del índice CPI muestran una robustez “baja” o “media” en los cinco proyectos, 
con puntajes de entre 16 y 29 sobre 100 puntos; la mayor deficiencia radica en la nula 
obligatoriedad de divulgar gastos y remuneraciones, y en la ausencia de períodos de espera 
(cooling off) en la mayoría de las propuestas. El análisis cualitativo identifica como principales 
barreras la falta de voluntad política, la percepción social que asocia el lobby con la corrupción 
y la escasa demanda ciudadana de transparencia. 
Se concluye que una ley efectiva debe abarcar los tres poderes del Estado, exigir transparencia 
financiera detallada y establecer sanciones precisas, y que las Relaciones Públicas tienen un 
rol clave en liderar el cambio cultural necesario para profesionalizar la actividad y fortalecer 
la calidad democrática. 
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Extended Abstract 
Argentina has attempted to regulate lobbying for more than three decades, yet none of the 
74 bills introduced in the National Congress between 1989 and June 2024 has been enacted. 
This raises a central question: why does a country with an active lobbying industry and 
repeated legislative attempts remain unable to pass a lobbying law? This study addresses that 
question from the perspective of Public Relations, a discipline whose specific contribution, 
centred on the ethical management of the relationship between organizations and their 
publics, has been largely absent from the predominantly legal and political-science literature 
on the topic. 
The study pursues six objectives: a bibliometric analysis of the state of scientific production; 
identifying and contextualizing all bills presented between 1989 and mid-2024; analytically 
comparing the five bills retaining parliamentary status; evaluating their normative robustness 
with the Center for Public Integrity's "Hired Guns" methodology; exploring the underlying 
causes of legislative failure; and gathering key informants' views on the need for such a law. 
Methodologically, the study is qualitative, exploratory, and descriptive, developed in four 
phases. A bibliometric analysis of 16,501 Web of Science records revealed that 
Communication and Public Relations account for only 2.8% of the scientific output on 
lobbying, against 37.5% concentrated in Government Law, confirming a thematic void at the 
intersection of Political Science, legal regulation, and Public Relations. A documentary review 
of all 74 bills led to selecting the five retaining parliamentary status, not arbitrarily, but 
because Argentine Law No. 23,821 (1990) causes bills to lapse automatically after two to three 
years without approval. The CPI index, 48 criteria across eight sections, was applied to these 
five bills. Finally, an online questionnaire (21 respondents) and seven in-depth interviews with 
legislators, journalists, and public affairs experts were coded into four categories following 
Seid's (2016) framework. 
The CPI results show all five bills fall within the "low" to "medium" robustness range (16-29 of 
100 points), well below international benchmarks such as Chile's Law 20,730. The main 
deficiency is the near-total absence of mandatory expense and salary disclosure, compounded 
by the lack of cooling-off periods in most proposals. Qualitatively, informants identified a 
deep-seated negative perception equating lobbying with corruption, a marked absence of 
political will, and weak citizen demand for transparency. A "semantic battle" also emerged: 
professionals prefer "interest management" over "lobby" to escape its negative connotations. 
Drawing on O'Donnell's distinction between horizontal and vertical accountability, the study 
argues that the absence of disclosure reflects a horizontal accountability failure, while weak 
citizen demand reflects a vertical one. Porto Simões' theory of the political function of 
organizations helps explain legislative resistance as a macro-political defense of opacity, while 
Xifra's distinction between propaganda, information, and Public Relations frames the 
semantic battle as a symptom of a system still operating under a propaganda logic. 
The study concludes that closing Argentina's institutional debt on lobbying regulation requires 
a law encompassing all three branches of government, mandatory financial disclosure, and 
enforceable sanctions. Public Relations professionals have a distinctive role in leading the 
cultural shift toward professionalizing lobbying, strengthening democratic accountability and 
public trust. 
 
Keywords: lobbying, public relations, transparency, regulation, Argentina. 
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1. INTRODUCCIÓN 

En el marco del ejercicio transparente de la democracia, el lobby se define como una técnica 
de persuasión que consiste en representar intereses propios o de terceros ante los centros de 
decisión pública (Milbrath, 1976). Vinculado con los grupos de interés y de presión (Castillo 
Esparcia y Smolak Lozano, 2017), constituye una herramienta clave para garantizar la igualdad 
de condiciones en la toma de decisiones y fomentar el control ciudadano mediante la 
transparencia (Xifra, 1998). Pese a su potencial para fortalecer el sistema político aportando 
información estratégica a los legisladores (Schnakenberg, 2017), la actividad suele arrastrar 
una percepción negativa, alimentada por el uso inadecuado del término (Laboutková y 
Vymětal, 2018) y su asociación recurrente con prácticas opacas. 

El cabildeo es reconocido como parte esencial de los sistemas democráticos, donde los 
lobistas median (Chari et al., 2007; Castillo Esparcia, 2011), pero sin un marco regulatorio 
robusto aumentan los riesgos de prácticas que distorsionan los procesos políticos. En 
Argentina esta problemática es aguda: desde el regreso a la democracia en 1983, y con 
registros digitales desde 1989, se presentaron 74 proyectos de ley para regular el lobby sin 
que ninguno lograra sanción definitiva hasta junio de 2024. 

El único hito del Poder Ejecutivo ocurrió en 2017, con el envío al Congreso del proyecto “Ley 
de Gestión de Intereses” (0004-PE-2017). La ausencia de una ley de lobby debilita la calidad 
institucional y sitúa al país por debajo del promedio regional en los índices de transparencia 
(Transparency International, 2023). 

Esta investigación se justifica por el vacío temático en la intersección de la Ciencia Política, la 
regulación jurídica y las Relaciones Públicas. El análisis bibliométrico en Web of Science revela 
abundante producción sobre lobby en derecho gubernamental y administración pública, pero 
escaso abordaje integrado de esta tríada. Resulta así imperativo estudiar el lobby no solo 
como fenómeno de presión política, sino como actividad profesional estratégica de las 
Relaciones Públicas orientada a compatibilizar el interés particular con el general mediante la 
comunicación ética. 

La relevancia de este estudio radica en transformar la percepción social del lobby en 
Argentina, hoy vista como una “zona indeterminada” donde la política se confunde con la 
corrupción por la falta de normas claras (Paúcar Chappa, 2017; Novaro, 2015). La 
profesionalización del sector, liderada por estándares publirrelacionistas, es necesaria para 
desmitificar la actividad y promover un cambio cultural que valore la transparencia (McGrath, 
2005; Xifra, 1998). 
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1.1 Problema y objetivos de la investigación 

El problema central de este trabajo es la dificultad para consolidar un marco regulatorio del 
lobby en Argentina: pese al volumen de iniciativas, persiste una incapacidad del sistema 
legislativo para transformarlas en leyes. Esta investigación indaga si la debilidad normativa de 
los proyectos vigentes contribuye a ese fracaso. 

Se seleccionaron los cinco proyectos con estado parlamentario a junio de 2024: 0035-D-2023 
(Camaño), 2023-D-2023 (López), 2037-D-2024 (Stolbizer), 2548-D-2024 (Pichetto) y 2790-D-
2024 (Carrizo). El interrogante principal es si cumplen los estándares internacionales de 
transparencia y qué obstáculos impiden su avance. 

El objetivo general de esta investigación es realizar un estudio exploratorio y descriptivo que 
analice los proyectos de ley de lobby presentados en Argentina (con estado parlamentario 
hasta junio de 2024), identificando los obstáculos críticos para su consolidación institucional.  

Para alcanzar este fin, se han definido los siguientes objetivos específicos: 

● Realizar un análisis bibliométrico en Web of Science (WoS) que permita diagnosticar el 
estado de la producción científica sobre la temática y detectar posibles vacíos 
temáticos en la intersección entre la Ciencia Política, la regulación jurídica y las 
Relaciones Públicas. 

● Identificar la totalidad de proyectos de ley sobre gestión de intereses presentados en 
el Congreso de la Nación desde 1989 hasta mediados de 2024. 

● Comparar de forma analítica los cinco proyectos vigentes a junio de 2024, resaltando 
sus semejanzas en definiciones y sus diferencias en alcance y autoridades de 
aplicación. 

● Evaluar el grado de fortaleza y debilidad de dichos proyectos aplicando la metodología 
y criterios del Center for Public Integrity (CPI), a través de su índice de 48 preguntas 
diseñado para medir el grado de transparencia, divulgación financiera y rendición de 
cuentas en la regulación del cabildeo. 

● Explorar las causas del estancamiento regulatorio, integrando la visión de legisladores, 
periodistas y expertos en RR.PP. 

● Conocer la opinión de informantes clave sobre la necesidad de una legislación y el rol 
de los profesionales del sector en la ética pública. 

En suma, este trabajo busca diagnosticar la regulación del lobby en Argentina y aportar 
recomendaciones técnicas basadas en estándares globales para una ley que contribuya a la 
accountability y la integridad democrática. 

2. MARCO TEÓRICO 

2.1. Aproximación conceptual y terminológica del lobby 

El término lobby, a menudo usado indistintamente como cabildeo o grupos de presión, refiere 
a la gestión de relaciones entre organizaciones y gobierno. Hay diferencias sustanciales: el 
lobby implica acción comunicativa para influir; los grupos de presión son conjuntos de 
personas que influyen en beneficio propio. El vocablo alude a los vestíbulos parlamentarios 
británicos; la RAE sugiere “grupo de cabildeo” (Real Academia Española, s.f.). 
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Según Castillo Esparcia y Smolak Lozano (2017), un grupo de interés es toda asociación que 
reúne a un conjunto de individuos u organizaciones que comparten intereses comunes; 
cuando esa organización desarrolla actividades hacia los decisores públicos para que sus 
intereses sean tomados en consideración, se convierte en un grupo de presión o lobby. En 
este sentido, un grupo de presión es un grupo de interés que está realizando una presión 
(Castillo Esparcia y Smolak Lozano, 2017). Castillo Esparcia (2011) señala que los grupos de 
presión actúan de manera exógena, encauzando su accionar hacia el sistema político, 
mientras que el lobby propiamente dicho remite a las “empresas especializadas en ejercer esa 
presión por encargo de un tercero” (Castillo Esparcia, 2011, p. 13). En síntesis, la organización 
con intereses comunes y estables constituye el grupo de interés; su movilización activa hacia 
las instituciones públicas lo transforma en grupo de presión; y el lobby es la técnica o actividad 
concreta mediante la cual dicho grupo ejerce esa influencia sobre los decisores. 

Desde una perspectiva operativa, el lobby es una actividad estratégica orientada a influir en 
decisiones gubernamentales a través de un intermediario. Milbrath (1976) destaca que esta 
labor es esencial en las democracias modernas, ya que la comunicación es el único medio para 
modificar las percepciones de los gobernantes, por lo que se trata de una herramienta legítima 
que aporta información vital para las políticas públicas. Su definición se complica por las 
connotaciones negativas que le asignan los medios, asociándola con el tráfico de influencias; 
no obstante, según Pineda Cachero (2002), el lobby profesional se aleja de esas prácticas y se 
centra en defender intereses con claridad y transparencia. 

2.2. El lobby desde la perspectiva de las Relaciones Públicas 

Dentro del campo de las Relaciones Públicas, el lobby es concebido como técnica de 
comunicación persuasiva. Bernays (1928/2016), sostenía que el ideal de la profesión es lograr 
que productor y público se comprendan mutuamente. Según Xifra (1998), el lobby 
compatibiliza el interés particular con el general mediante el intercambio de información 
estratégica; L’Etang (2009) añade que el estudio de la persuasión es indisociable de la 
psicología y la ciencia política. 

Profundizando en el aporte de Bernays, no sólo definía el ideal profesional en términos 
pragmáticos, sino que lo subordinaba a un imperativo ético: la tarea del profesional “no 
consiste en engatusar o engañar a la gente” (Bernays, 1928/2016, p. 99), y requiere de una 
vigilancia constante frente a la información imprecisa o falsa, cuyas consecuencias pueden ser 
graves tanto para la organización como para sus públicos (Bernays, 1928/2016). Esta 
dimensión ético-relacional es, precisamente, lo que distingue el aporte específico de las 
Relaciones Públicas frente a los enfoques politológico y jurídico: mientras estos últimos 
abordan el lobby como objeto de regulación normativa o como fenómeno de distribución de 
poder, la disciplina publirrelacionista lo aborda como una práctica comunicativa que debe 
evaluarse por su grado de transparencia relacional. En este sentido, Xifra (1998) plantea una 
distinción clave: si una organización logra la adhesión de sus públicos sin hacerles saber sus 
intenciones, hace propaganda; si les hace saber sus intenciones, pero sin lograr su adhesión, 
se limita a informar; sólo cuando ambos objetivos —“hacer saber y lograr la adhesión”— se 
cumplen simultáneamente puede hablarse propiamente de Relaciones Públicas (Xifra, 1998, 
p. 61). Aplicado al lobby, este criterio permite distinguir la gestión de intereses legítima —
transparente y dialógica— de las prácticas opacas o manipulatorias que alimentan su 
percepción negativa. 
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La teoría de Porto Simões (2004) sobre la función política de las organizaciones es clave en 
este marco: además de las seis funciones administrativas clásicas (producción, finanzas, 
marketing, recursos humanos, investigación y desarrollo, y administración general), existe una 
dimensión política “entendida como el conjunto de filosofías, políticas y acciones que, 
articuladas desde la relación entre poder y comunicación, buscan alcanzar la misión 
organizativa” (Porto Simões, 2007, p. 174). Esta función se ejerce en dos niveles simultáneos 
—macro y micro político— que dan cuenta de las relaciones de poder entre la organización y 
los públicos o grupos de interés capaces de interceptar o desviar el logro de su misión. La 
utilidad de este modelo reside en que, a diferencia de los enfoques politológicos que explican 
el lobby exclusivamente como pugna de poder entre actores, o de los enfoques jurídicos que 
lo reducen a un objeto de registro y sanción, Porto Simões permite comprenderlo como un 
proceso de gestión comunicacional del poder, en el que “el conflicto y la cooperación forman 
parte de la dinámica del juego” organizacional (Porto Simões, 2007, p. 174), y en el que 
corresponde a las Relaciones Públicas —y no sólo a la Ciencia Política o al Derecho— 
administrar esa dinámica de forma ética y estratégica. Este mediador actúa con confianza, 
evitando el engaño y vigilando la información proporcionada. 

Se distinguen también tipologías según el sujeto: el lobby integrado (interno) o independiente 
(consultoras externas); la comunicación puede ser directa o indirecta sobre la opinión pública. 
Una variante controvertida es el astroturfing, que simula apoyo ciudadano espontáneo a 
intereses ocultos (Xifra, 1998; Transparency International España, 2015; Castillo Esparcia, 
2011). 

2.3. Dimensiones del lobby en la Ciencia Política 

La Ciencia Política aborda el lobby desde tres ángulos. La Teoría de la Elección Racional lo 
entiende como un intercambio estratégico, donde los grupos de presión ofrecen información 
o apoyo a cambio de políticas favorables (Puente Martínez, 2024; Shepsle y Weingast, 1994). 
El Institucionalismo Histórico, en cambio, lo analiza dentro del contexto macro de normas y 
estructuras de poder (Pierson y Skocpol, 2008). Finalmente, el concepto de accountability es 
central: O’Donnell (2003) distingue la rendición horizontal —control entre agencias 
estatales— de la vertical —activada por la ciudadanía—; el lobby transparente fortalece la 
democracia deliberativa, mientras que su falta de regulación deteriora la calidad democrática 
(O’Donnell et al., 2011). 

La distinción entre gestión de intereses y corrupción política es un punto crítico de debate, en 
una zona indeterminada fomentada por normas deficientes. Para Rousseau (1762), la 
corrupción emerge cuando la voluntad individual prevalece sobre la general; el lobby oculto 
facilita prácticas ilícitas —como el financiamiento de campañas o las puertas giratorias—, 
mientras que la transparencia las previene. Los códigos de ética de las Relaciones Públicas 
exigen por ello que los profesionales sean claros sobre los intereses que representan 
(Vázquez-Portomeñe Seijas, 2022; Villoria Mendieta et al., 2015). 

Estados Unidos posee la historia más extensa en regulación del lobby, desde las leyes estatales 
hasta la Ley de Divulgación del Lobby (LDA) de 1995 (Luneburg y Susman, 2005); en la Unión 
Europea, el hito es el Registro Conjunto de Transparencia de 2011 (Crepaz y Chari, 2014). En 
América del Sur, Chile y Perú son referentes: Perú fue pionero en 2003, aunque criticado por 
su falta de efectividad, mientras que la Ley de Lobby chilena (20.730) trasladó el foco hacia los 
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funcionarios públicos, obligados a publicar registros de audiencias (Arís, 2017). En Argentina, 
la regulación se limita al Decreto 1172/03, restringido al Poder Ejecutivo (Novaro, 2015). 

3. METODOLOGÍA 

El diseño de esta investigación es un estudio exploratorio y descriptivo, de enfoque cualitativo 
y carácter ex post-facto. El objetivo central es evaluar la robustez normativa de las iniciativas 
vigentes al cierre de junio de 2024, identificando los obstáculos políticos y culturales que 
impiden su consolidación institucional, a partir de un relevamiento histórico y documental de 
la totalidad de los proyectos presentados en Argentina desde 1989. Dado que los estudios 
exploratorio-descriptivos generan hipótesis univariables (Tapia et al., 2019), se formularon 
explicaciones tentativas sobre el incumplimiento de estándares internacionales y la 
persistencia de barreras estructurales. 

Para alcanzar los objetivos propuestos, la investigación se estructuró en cuatro fases 
secuenciales: 
 
Fase 1: Análisis bibliométrico y estado de la cuestión 

Se realizó un análisis bibliométrico sobre la regulación del lobby utilizando la base de datos 
Web of Science (WoS). La búsqueda integró los términos “Lobby” OR “Cabildeo” AND “Public 
Relations” AND “Political Sciences” AND “Lobbying Regulation”; tras depurar áreas no 
pertinentes (diseño arquitectónico, telecomunicaciones), se analizaron 16.501 resultados. Se 
utilizó VOSviewer para el análisis de coocurrencias y clústeres terminológicos, confirmando un 
vacío temático en la tríada Ciencia Política, regulación jurídica y Relaciones Públicas, y 
justificando la pertinencia del estudio. Este procedimiento se apoya en el análisis de 
copalabras, una técnica bibliométrica reconocida para identificar las líneas de investigación 
más activas dentro de un dominio de conocimiento (Gálvez, 2018), dado que los sistemas de 
extracción automática de términos constituyen una herramienta fundamental para compilar 
el léxico propio de un campo de especialidad (Santana Suárez et al., 2011). A partir del mapa 
de coocurrencias se procedió, en una segunda instancia, a analizar la intensidad de cada 
conglomerado o clúster temático detectado, jerarquizando las líneas de investigación según 
su volumen relativo de producción científica. 
 
Fase 2: Análisis documental y de contenido de proyectos de ley 

La segunda fase consistió en una recopilación primaria dividida en dos etapas: la lectura 
general de los 74 proyectos presentados entre 1989 y junio de 2024, y la selección de los cinco 
que conservaban estado parlamentario al cierre del periodo (0035-D-2023, 2023-D-2023, 
2037-D-2024, 2548-D-2024 y 2790-D-2024), por ser los únicos con posibilidad fáctica de 
convertirse en ley. 

La selección de estos cinco proyectos como unidad de análisis no es arbitraria, sino que 
responde a un criterio jurídico específico. Según la Ley N.º 23.821 (1990), todo proyecto que 
no obtenga sanción en al menos una de las Cámaras durante el año parlamentario de su 
presentación, o en el siguiente, se tiene por caducado, con una prórroga adicional de un año 
en caso de haber obtenido sanción parcial; en la práctica, esto implica que los proyectos 
pierden vigencia a los dos o tres años de presentados. De los proyectos relevados desde 1989, 
únicamente estos cinco conservaban estado parlamentario al cierre de la investigación, es 
decir, eran los únicos jurídicamente vivos y con posibilidad real de convertirse en ley, mientras 
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que el resto había caducado de pleno derecho. Cabe señalar, no obstante, una limitación 
metodológica asociada a este criterio: la propia Cámara de Diputados reconoce que la 
normativa sobre caducidad no es unívoca, existiendo históricamente dos interpretaciones 
distintas —y hasta contrapuestas entre la Cámara de Diputados y el Senado— sobre cómo 
computar el año de prórroga previsto en el artículo 1º de la ley, lo que determina si la vigencia 
real de un proyecto es de dos o de tres años (Honorable Cámara de Diputados de la Nación, 
2007). Esta ambigüedad normativa introduce un margen de indeterminación en la definición 
exacta de qué proyectos conservan o no estado parlamentario en un momento dado, por lo 
que el corte de junio de 2024 debe entenderse como una fotografía del estado parlamentario 
vigente al cierre del relevamiento, y no como un límite exento de disputas interpretativas 
dentro del propio Congreso. 

Fase 3: Evaluación de robustez mediante el índice CPI  

Se aplicó la metodología “Hired Guns” del Center for Public Integrity (2007), utilizado 
internacionalmente para medir la transparencia en leyes de cabildeo, el cual consiste en 48 
preguntas que se distribuyen en ocho secciones, cada una con un puntaje máximo propio: 
definición de lobista (2 preguntas, 7 puntos), registro individual (8 preguntas, 19 puntos), 
divulgación de gastos individuales (15 preguntas, 29 puntos), divulgación de gastos del 
empleador (2 preguntas, 5 puntos), presentación electrónica (3 preguntas, 3 puntos), acceso 
público (10 preguntas, 20 puntos), ejecución/cumplimiento legal (7 preguntas, 15 puntos) y 
régimen de puerta giratoria (1 pregunta, 2 puntos), hasta totalizar los 100 puntos posibles. A 
partir del puntaje final obtenido, Chari et al. (2007) proponen clasificar los sistemas de 
regulación en tres categorías cualitativas: robustez “baja” (entre 1 y 19 puntos), caracterizada 
por registros con escasos requisitos de detalle, ausencia de divulgación de gastos y nula 
existencia de período de espera (cooling off); robustez “media” (entre 20 y 59 puntos), con 
normas de registro más estrictas y ciertas regulaciones sobre declaración de gastos 
individuales, aunque con vacíos como la falta de reportes de gastos del empleador; y robustez 
“alta” (entre 60 y 100 puntos), que exige informes detallados de gastos y salarios, auditorías 
obligatorias y sanciones legales por presentaciones tardías o incompletas. 
 
Fase 4: Investigación cualitativa primaria 

Se realizó trabajo de campo para explorar las causas del fracaso legislativo, mediante 
muestreo en cadena (bola de nieve), dado el estatus especial de los legisladores y la falta de 
un registro oficial de los profesionales del sector (Morgan, 2008). Los criterios de selección 
incluyeron experiencia en lobby legislativo y pertenencia al Consejo Profesional de RR.PP. 

La coherencia entre esta fase cualitativa y los objetivos del estudio se garantizó mediante una 
matriz de consistencia (Abrigo Córdova et al., 2018), instrumento que permite sintetizar y 
evaluar la conexión lógica entre las preguntas de investigación, los objetivos específicos y las 
técnicas de recolección de datos aplicadas. En concreto, el cuestionario en línea y las 
entrevistas en profundidad que se describen a continuación responden directamente a los 
objetivos específicos de explorar las causas por las que los proyectos de ley no prosperaron y 
de conocer la opinión de profesionales del lobby, legisladores y expertos sobre la necesidad 
de una legislación. 
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La recolección de datos se realizó mediante dos instrumentos: 

1. Cuestionario en línea, gestionado a través de Google Forms con 21 referentes del 
sector académico, profesional y político. El instrumento estuvo compuesto por una 
pregunta cerrada y dos preguntas abiertas, distribuidas por correo electrónico y 
WhatsApp. De los 21 referentes consultados, 17 se desempeñaban en el ámbito 
privado, 5 en el ámbito público y 1 en el tercer sector. Esta distribución, donde el 
número de menciones por sector es superior al total de la muestra (N=21), responde 
a la simultaneidad de funciones declarada por dos de los informantes: uno que ejerce 
en el ámbito privado y en el tercer sector, y otro que se desempeña en el ámbito 
público y privado al mismo tiempo. Esta metodología de respuesta múltiple permitió 
capturar la complejidad de los perfiles profesionales en un sector caracterizado por el 
flujo constante de actores entre diversas esferas institucionales. 

2. Entrevistas en profundidad: se realizaron siete entrevistas a informantes clave, 
seleccionados mediante muestreo en cadena (“bola de nieve”). La muestra incluyó tres 
legisladores nacionales (autores de las iniciativas analizadas), dos periodistas 
especializados en asuntos parlamentarios y dos expertos en asuntos públicos. La 
modalidad predominante fue la entrevista personal presencial, aunque no todos los 
legisladores autores de los proyectos analizados accedieron a participar: pese a haber 
sido contactados por correo electrónico, WhatsApp y vía telefónica, dos de ellos no 
completaron el instrumento, lo que constituye una limitación reconocida de la 
muestra. 

Todas las entrevistas realizadas fueron transcriptas en su totalidad para su posterior análisis. 
En cuanto al resguardo de la confidencialidad de los datos, cabe señalar que, del total de 
respondentes del cuestionario en línea, sólo un 33,3% autorizó la mención completa de sus 
datos personales, mientras que el 66,6% restante solicitó algún tipo de reserva sobre su 
identidad. 

El guión de entrevista fue validado por juicio de expertos (una académica, una metodóloga y 
un profesional de lobby), que validaron su estructura y pertinencia. Para el análisis se 
establecieron cuatro categorías de codificación siguiendo a Seid (2016): percepción del lobby, 
necesidad de una ley, obstáculos para la regulación y rol de los medios. 

Cada categoría se desagregó, a su vez, en subcategorías específicas que orientaron la 
codificación del material: la percepción del lobby se examinó a través de su legalidad y 
legitimidad, su asociación con la corrupción y su percepción negativa; la necesidad de una ley 
se codificó en argumentos a favor, argumentos en contra o dudas sobre su eficacia, y 
alternativas a la regulación; los obstáculos para la regulación se organizaron en falta de interés 
público, falta de voluntad política, e influencia de grupos de presión y complejidad del sistema 
legislativo; y el rol de los medios se desagregó en su influencia sobre la percepción pública, el 
uso del término lobby en la prensa y los medios como grupo de presión en sí mismos. 

Este diseño mixto permitió triangular los datos normativos del índice CPI con las percepciones 
cualitativas de los protagonistas del sistema, garantizando la validez interna y externa de las 
conclusiones. 

 
 



Revista	Internacional	de	Relaciones	Públicas,	2026,	31	(16),	05-22	|	ISSN:	2174-3681	

14	
	

4. RESULTADOS 

4.1. Análisis bibliométrico: El vacío temático detectado 

La primera fase arrojó luz sobre la producción científica global respecto al lobby: la búsqueda 
inicial en Web of Science generó 25.766 registros, que tras depurar áreas no pertinentes se 
estabilizó en 16.501 resultados. 

El análisis de coocurrencias mostró que Government Law (37,5%) y Public Administration 
(9,9%) concentran el mayor volumen de publicaciones, mientras que Comunicación y 
Relaciones Públicas apenas representa un 2,8%, confirmando un vacío temático en la tríada y 
sugiriendo que el lobby suele abordarse desde una perspectiva administrativa o legalista, 
omitiendo su dimensión estratégica y comunicacional. 

El mapa de coocurrencias permitió, además, identificar los principales conglomerados o 
clústeres temáticos derivados de la producción científica analizada y jerarquizarlos según su 
intensidad relativa. El clúster de mayor intensidad correspondió a la actividad de lobbying 
propiamente dicha, seguido de cerca por los estudios sobre firmas y consultoras 
especializadas en la gestión de lobby; a continuación se ubicaron los clústeres vinculados a la 
figura del lobista y a los grupos de interés, mientras que la institucionalización de estas 
prácticas apareció como el clúster de menor intensidad relativa. Esta jerarquización 
bibliométrica corrobora, a nivel empírico, el vacío temático detectado: la regulación del lobby 
como instrumento de institucionalización y buen gobierno constituye el área menos explorada 
dentro de la tríada disciplinar analizada, lo que da cumplimiento al primer objetivo específico 
de este trabajo y refuerza la pertinencia de estudios orientados específicamente a esa 
intersección. 

4.2. Mapeo legislativo en Argentina (1989-2024) 

Este apartado responde al segundo y al tercer objetivo específico de este trabajo: identificar  
la totalidad de proyectos de ley presentados entre 1989 y mediados de 2024, y comparar 
analíticamente los cinco proyectos que conservaban estado parlamentario a junio de dicho 
año. 
La investigación documental identificó 74 proyectos de ley sobre lobby en el Congreso 
argentino desde 1989. 

El estudio revela nula consolidación legislativa: todos los proyectos caducaron sin sanción. A 
junio de 2024, cinco proyectos seguían vigentes: el 0035-D-2023 (Camaño, gestión de 
intereses en la administración pública), el 2023-D-2023 (López, publicidad y transparencia), el 
2037-D-2024 (Stolbizer, régimen integral para los tres poderes), el 2548-D-2024 (Pichetto, 
registro digital) y el 2790-D-2024 (Carrizo, modificación de la ley de acceso a la información 
pública). 

4.3. Evaluación de robustez mediante el Índice CPI  

En cumplimiento del cuarto objetivo específico —evaluar el grado de fortaleza y debilidad de 
los proyectos vigentes aplicando la metodología y los criterios del Center for Public Integrity, 
se presentan a continuación los resultados de dicha evaluación. 
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La aplicación del índice del Center for Public Integrity (2007) permitió cuantificar la fortaleza 
de cada propuesta según 48 criterios en ocho secciones. Ninguno de los proyectos alcanza un 
nivel de robustez “alto” (más de 60 puntos). 

Tabla 1. Puntajes finales obtenidos por proyecto según índice CPI 
Proyecto Autor/a Puntaje (sobre 100) Nivel de robustez 

2037-D-2024 Margarita Stolbizer 29 Medio 
2548-D-2024 Miguel Ángel Pichetto 28 Medio 
0035-D-2023 Graciela Camaño 19 Bajo 
2790-D-2024 Ana Carla Carrizo 19 Bajo 
2023-D-2023 Juan Manuel López 16 Bajo 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos analizados. 
 
En cuanto a las secciones del CPI: la definición de lobista obtuvo el máximo (7/7); el registro 
individual fue moderado (7/19, Stolbizer); la divulgación de gastos fue la más débil (0-3/29); 
presentación electrónica y acceso público mostraron puntajes bajos (2-8/20); y solo dos 
proyectos (Pichetto, López) abordan las puertas giratorias, con prohibiciones de uno a dos 
años. 

4.4. Resultados de la investigación cualitativa primaria 

Esta sección da cuenta del quinto y del sexto objetivo específico de este trabajo —explorar las 
causas subyacentes por las que la regulación no ha prosperado y conocer la opinión de 
informantes clave sobre la necesidad real de una legislación—, integrando los resultados del 
cuestionario en línea y de las entrevistas en profundidad. 
 
La consulta a 21 referentes realizada a través de un cuestionario en línea reveló que el 71,4% 
considera necesaria una ley de lobby en Argentina. Los argumentos a favor se centran en la 
transparencia como eje competitivo, la profesionalización de la actividad y la mejora 
institucional según expertos en Asuntos Públicos que completaron la encuesta. 

El 28,6% restante argumenta que la autorregulación es suficiente o que una ley vulneraría el 
derecho de peticionar; por ejemplo, para A. Arroyo, consultor y académico, las prácticas 
ilegales ya están cubiertas por el Código Penal. 

A través de las entrevistas en profundidad a legisladores, periodistas y directores de Asuntos 
Públicos se identificaron los obstáculos “invisibles” que impiden que los proyectos prosperen: 

La percepción negativa y el estigma social: hay consenso en que la palabra “lobby” está teñida 
de sospecha. Néstor Sclauzero, periodista, afirma que la sociedad la asocia invariablemente 
con la “valija” y la corrupción, por lo que los legisladores temen “legalizar lo oscuro” al aprobar 
una ley con ese nombre (N. Sclauzero, comunicación personal, 10 de julio de 2024). 

Falta de voluntad política: La legisladora Stolbizer denuncia que “el pago de coimas se ha 
naturalizado” institucionalmente (Stolbizer, comunicación personal, 16 de julio de 2024); el 
diputado López coincide en que el lobby es un tema “de nicho”, alejado de las urgencias 
electorales (López, comunicación personal, 10 de junio de 2024). 



Revista	Internacional	de	Relaciones	Públicas,	2026,	31	(16),	05-22	|	ISSN:	2174-3681	

16	
	

El rol de los medios: se los identifica también como grupos de presión. El exsenador Jorge 
Yoma relata casos de incisos fiscales logrados por el lobby mediático en proyectos forestales 
(Yoma, comunicación personal, 5 de junio de 2024); Daniel Santoro, periodista, señala que el 
uso peyorativo del término en titulares refuerza el prejuicio público (Santoro, comunicación 
personal, 8 de julio de 2024). 

La “Batalla Semántica” perdida: Diego Campal, entonces presidente del Consejo Profesional 
de RR.PP., sostiene que la discusión por el término lobby ya está perdida y propone “gestión 
de intereses” para diferenciar a los profesionales éticos de los gestores opacos (Campal, 
comunicación personal, 24 de julio de 2024). Pablo Cattoni, consultor, en cambio, defiende el 
lobby como herramienta necesaria para decisiones políticas informadas mediante el 
intercambio de datos técnicos (Cattoni, comunicación personal, 18 de julio de 2024). 

Al triangular los hallazgos del CPI con los testimonios cualitativos, se concluye que la fragilidad 
legislativa no es accidental: refleja la resistencia de corporaciones y poder político a exponer 
sus vínculos económicos. 

Como señala Jorge Yoma, a las grandes empresas “no les interesa transparentar” porque la 
opacidad actual les permite mantener privilegios (Yoma, comunicación personal, 5 de junio 
de 2024). Esta falta de demanda social por integridad, sumada a la ineficacia del Congreso —
donde proyectos similares caducan cada dos años—, mantiene a la regulación del lobby en 
una parálisis institucional crónica. 

En resumen, los resultados demuestran que Argentina posee propuestas con definiciones 
teóricas adecuadas, pero con mecanismos de control y transparencia financiera nulos, lejos 
de los estándares internacionales de buen gobierno. 

5. DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES 

Antes de discutir los hallazgos, cabe recapitular cómo cada objetivo específico fue resuelto: el 
análisis bibliométrico (Objetivo 1, apartado 4.1); el relevamiento documental y la comparación 
de los cinco proyectos (Objetivos 2-3, apartado 4.2); la evaluación CPI (Objetivo 4, apartado 
4.3); y las causas del fracaso junto con la opinión de informantes (Objetivos 5-6, apartado 4.4). 
Los apartados siguientes discuten e integran estos hallazgos. 

5.1. Discusión de los hallazgos 

Los resultados del índice CPI revelan una fragilidad normativa sistémica: con puntajes de entre 
16 y 29 sobre 100, los cinco proyectos se ubican en las categorías “baja” o “media”, muy por 
debajo de jurisdicciones consolidadas como Estados Unidos o Chile. 

La mayor deficiencia es la divulgación de gastos: ningún proyecto exige informes que 
desglosen remuneraciones o financiamiento de campañas. Sin transparencia financiera, el 
lobby permanece en una “zona indeterminada” entre gestión legítima y corrupción legal. El 
registro de lobistas es solo el primer paso; la fuerza real de una ley reside en seguir el rastro 
del dinero invertido en influir en las decisiones públicas. 

Se observa también ambigüedad en el régimen sancionatorio: la mayoría identifica 
infracciones genéricas sin tipificar penas específicas, lo que neutralizaría la efectividad de una 
eventual sanción, replicando la inobservancia que hoy afecta al Decreto 1172/03. 
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Estos hallazgos normativos adquieren mayor sentido a la luz de la distinción de O’Donnell 
(2003) entre accountability horizontal y vertical: la ausencia casi total de exigencias de 
divulgación de gastos revela una falla de accountability horizontal, en tanto ningún organismo 
de control puede fiscalizar lo que la norma no exige declarar; y la escasa demanda ciudadana 
de transparencia detectada en el componente cualitativo de este estudio evidencia, a su vez, 
una debilidad de accountability vertical, dado que no existe presión social organizada que 
reclame esa información. Comparados con el modelo chileno (Ley 20.730), que traslada la 
obligación de transparencia hacia los propios funcionarios públicos en lugar de concentrarla 
en el lobista, los proyectos argentinos analizados repiten un enfoque centrado casi 
exclusivamente en el sujeto activo de la gestión de intereses, lo que —siguiendo a Chari et al. 
(2019)— explicaría en parte por qué ninguno logra superar el umbral de robustez “alta” del 
índice CPI. 

La investigación cualitativa muestra que la falta de regulación responde a una compleja red 
de obstáculos políticos y culturales, no solo técnicos. Existe consenso en la falta de voluntad 
política genuina: legisladores y asesores coinciden en que el lobby es percibido como un tema 
“de nicho” o del “círculo rojo”, sin atractivo electoral. 

Esta baja prioridad se agrava por la percepción social del término: según los entrevistados, 
“lobby” está intrínsecamente asociado en el imaginario argentino a la corrupción, el tráfico de 
influencias y las “valijas” de dinero. Esta estigmatización genera un círculo vicioso: los 
legisladores temen que aprobar una ley sea interpretado como “legalizar lo oscuro”. 

La influencia corporativa actúa también como freno: el exsenador Jorge Yoma señala que a las 
grandes empresas no les interesa la transparencia porque se benefician de la opacidad actual. 
Esta resistencia, sumada a la falta de demanda ciudadana organizada, mantiene a los 
proyectos en caducidad permanente. 

Estos obstáculos políticos pueden interpretarse, desde la teoría de la función política de Porto 
Simões (2007), como una manifestación del nivel macro político de las organizaciones 
estatales: los legisladores, en tanto actores insertos en relaciones de poder y comunicación 
que exceden lo estrictamente técnico, evitan promover una regulación que perciben como de 
bajo rédito electoral y alto riesgo reputacional. La resistencia corporativa señalada por los 
informantes clave se explica, en este marco, como un ejercicio micropolítico de defensa de la 
opacidad como recurso de poder, lo que confirma que el problema de la regulación del lobby 
en Argentina excede lo jurídico y constituye, ante todo, un problema de comunicación política. 

Desde la perspectiva de las Relaciones Públicas, el lobby es una actividad estratégica 
fundamental para la democracia siempre que se base en la ética y la comunicación 
informativa. Sin embargo, los profesionales del sector enfrentan una “batalla semántica” 
perdida: ante la connotación negativa del término, surge la necesidad de adoptar conceptos 
como “gestión de intereses” o “asuntos públicos” para diferenciar la práctica legítima de las 
ilícitas. 

El éxito de una futura regulación dependerá, además del rigor jurídico, de un cambio cultural 
liderado por los profesionales del sector, responsables de educar a decisores y opinión pública 
sobre el valor del lobby como subsidio legislativo, y de entender la transparencia como sello 
de calidad, no como carga burocrática. 
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Este hallazgo dialoga directamente con la distinción de Xifra (1998) entre propaganda, 
información y Relaciones Públicas: mientras la opacidad actual del sistema argentino se 
asemeja a una lógica de propaganda —donde los grupos de presión buscan adhesión sin hacer 
saber sus intenciones—, una regulación robusta obligaría a transitar hacia el tercer término 
de esa tríada, en el que hacer saber y lograr la adhesión se cumplen simultáneamente. 
Asimismo, el marco de Grunig y Hunt (1984) sobre los atributos de una profesión reconocida 
permite explicar por qué la ausencia de un cuerpo profesional consolidado —tal como señala 
McGrath (2005)— dificulta que el sector lidere por sí solo ese cambio cultural, reforzando la 
necesidad de que la futura ley incorpore, además de obligaciones de transparencia, 
mecanismos de reconocimiento profesional de la actividad. 

5.2. Recomendaciones para una legislación efectiva 

Para que una ley de lobby en Argentina logre consolidarse y ser efectiva, se recomienda que 
las futuras iniciativas incorporen los siguientes elementos esenciales: 

Alcance integral: abarcar los tres poderes del Estado y a los funcionarios con capacidad de 
decisión estratégica. 

Divulgación financiera obligatoria: exigir declaración detallada de gastos y remuneraciones de 
los gestores de intereses. 

Régimen de “Puertas Giratorias” (Cooling Off): establecer un período de espera de uno a dos 
años para que exfuncionarios ejerzan como lobistas, evitando conflictos de interés y el uso 
indebido de información privilegiada. 

Autoridad de aplicación autónoma: crear un órgano de control independiente con facultades 
de auditoría y sanción, para evitar que la ley se convierta en “letra muerta”. 

Digitalización y acceso público directo: registros digitales, gratuitos, de fácil acceso y 
actualizados semanalmente, que permitan la descarga de bases de datos para el control 
ciudadano. 

5.3. Limitaciones del estudio 

El presente estudio presenta limitaciones que conviene explicitar. En primer lugar, el índice 
del Center for Public Integrity (CPI) fue diseñado originalmente para evaluar leyes de lobby en 
vigencia y no proyectos de ley aún no sancionados; no obstante, se optó por aplicarlo dado 
que constituye uno de los pocos métodos disponibles para medir la robustez normativa de 
una regulación, entendida como “el nivel de transparencia y rendición de cuentas que una ley 
de lobby puede garantizar” (Chari et al., 2019, p. 160). 

En segundo lugar, el trabajo de campo cualitativo enfrentó dificultades para lograr que la 
totalidad de los legisladores autores de los proyectos analizados respondan la encuesta o 
acepten ser entrevistados. De los cinco proyectos vigentes, se logró concretar entrevistas 
personales con Margarita Stolbizer y Juan Manuel López; Graciela Camaño solo completó el 
cuestionario en línea sin acceder a una entrevista, mientras que Ana Carla Carrizo y Miguel 
Ángel Pichetto no respondieron pese a haber sido contactados por diversos medios. 
Lamentablemente el hecho de no conseguir las respuestas de todos los autores de proyectos 
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de ley de lobby dio una mirada parcial del fenómeno y dejó abierto el interrogante sobre el 
legítimo interés de los autores en dar a conocer sus argumentos sobre sus proyectos. 

5.4. Conclusiones y líneas de investigación 

La incapacidad del sistema político para sancionar una norma robusta debilita la calidad 
democrática y fomenta la desconfianza social. La gestión de intereses es un derecho 
constitucional que debe ejercerse a la luz del día, con igualdad de acceso para todos los 
sectores, no solo los más poderosos. 

Finalmente, esta investigación abre nuevas líneas de estudio necesarias para completar el 
panorama de los asuntos públicos en el país. Se sugiere profundizar en la perspectiva de 
género dentro del lobby, cabe preguntarse por qué existe una escasa representación femenina 
en los cargos de Dirección de Asuntos Públicos en el ámbito corporativo y si existe un techo 
de cristal para las profesionales interesadas en el lobby y la gestión de asuntos públicos, en 
contraste con la activa participación de legisladoras mujeres en la presentación histórica de 
proyectos de ley sobre la temática. Asimismo, respecto del rol de los medios, sería pertinente 
indagar la responsabilidad periodística en la decisión editorial de asociar el lobby 
exclusivamente con su acepción negativa u oscura, mediante un análisis de contenido de las 
coberturas periodísticas que permita relevar las connotaciones predominantes del término en 
los medios de comunicación argentinos. Por último, una implicación práctica relevante de este 
trabajo consistiría en evaluar el desarrollo de un modelo de análisis adaptado específicamente 
a proyectos de ley —y no a leyes ya vigentes, como contempla el índice CPI original—, que 
permita acercar propuestas técnicas a los legisladores, eventualmente a través de organismos 
como el Centro de Estudios de Gestión de Intereses (CEGI) del Consejo Profesional de 
Relaciones Públicas, de modo que las futuras iniciativas incorporen desde su redacción los 
estándares de robustez hoy ausentes. 

En definitiva, la sanción de una ley de lobby robusta será el indicador de una madurez política 
que Argentina aún debe alcanzar, transformando el cabildeo de una práctica de “pasillos 
oscuros” a un pilar de la integridad pública. 

6. DECLARACIÓN DE IA 

Para la elaboración de este artículo se utilizó inteligencia artificial generativa como 
herramienta de apoyo en la síntesis documental, organización estructural y refinamiento de 
los hallazgos derivados de la tesis doctoral original de la autora (Carbone, 2025). El proceso 
incluyó una supervisión humana rigurosa para garantizar la precisión de los datos técnicos, la 
exactitud de las citas bibliográficas según la norma APA 7 y la coherencia argumentativa. La 
autora asume la responsabilidad total por la integridad y originalidad del manuscrito, 
asegurando que el uso de esta tecnología complementa su autoría intelectual sin reemplazar 
su juicio crítico profesional. 
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